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DIVISIÓN DE CONTRATACIÓN ADMINISTRATIVA

Al contestar refiérase 

al oficio  No. 14619

18 de octubre, 2006

 DCA-3199
MBA

Gilberto Jiménez Siles

Director Ejecutivo

COMISIÓN NACIONAL DE PREVENCIÓN DE RIESGOS 

Y ATENCIÓN DE EMERGENCIAS

Estimado señor:

Asunto: Se evacua consulta sobre las contrataciones sin contenido presupuestario y se autoriza iniciar los trámites licitatorios del caso para la contratación sin contenido presupuestario del servicio de seguridad y vigilancia de la Institución.

Damos respuesta a su oficio DE-359-2006 del 3 de octubre de 2006, mediante el cual consulta sobre las potestades de la Administración para la contratación de bienes y servicios, específicamente en el caso de servicios ininterrumpidos, cuyos pagos se harán con el desarrollo del ejercicio presupuestario del año siguiente en parte o total.

I.-Aspectos consultados:

Concretamente consulta sobre la posibilidad de iniciar los procesos de contratación de bienes y servicios para suplir necesidades de funcionamiento de la Institución, que se prestan en forma ininterrumpida y cuyos pagos se honrarán con el ejercicio presupuestario de años siguientes, sea en parte o totalmente, realizando las previsiones necesarias en cada presupuesto para garantizar los recursos en las partidas que corresponden para hacerle frente a las erogaciones en forma oportuna.

En ese sentido, indica que actualmente tienen la contratación de servicios de seguridad y vigilancia, que finalizará el próximo 31 de diciembre, por lo que se requiere desde ahora el iniciar la nueva contratación con el fin de no dejar desprotegido el patrimonio público.  Por ello entonces, consulta sobre la necesidad de la autorización de la Contraloría General para iniciar el procedimiento, conociendo que se ingresaron los recursos al presupuesto y que se cuentan con los recursos humanos y materiales para la supervisión de dicha contratación.  Agrega que, que si en aquellas contrataciones de bienes y servicios que se ven afectadas en dos períodos (dos períodos económicos), si es necesaria la autorización para realizar esa contratación.

II. Criterio del Despacho.

Primero que todo, conviene señalar que en su oficio se plantean dos aspectos concretos, uno referido a las potestades de la Administración con respecto de las contrataciones de bienes y servicios y un segundo, a una solicitud para iniciar el procedimiento sin contenido presupuestario para hacerle frente a los servicios de seguridad y vigilancia cuyo contrato expira el 31 de diciembre de este año.  Valga mencionar que para futuras consultas, es necesario que remita el criterio del Área Jurídica de la Institución, pues si bien en este caso se atenderá su consulta sin acompañar el cirterio, ello se hará en afán de colaborar y de atender la solicitud concreta y de no afectar la normal prestación de los servicios de seguridad y vigilancia.

En relación con los aspectos consultados debemos indicar que como regla de principio, cualquier contratación que se realice debe contar con el presupuesto necesario para hacerle de frente, lo cual se encuentra regulado en los artículos 8 de la Ley de Contratación Administrativa y 10 del Reglamento General de Contratación Administrativa, que al respecto establecen:

“Artículo 8. Disponibilidad presupuestaria. Para iniciar el procedimiento de contratación administrativa, es necesario contar con recursos presupuestarios suficientes para enfrentar la erogación respectiva. En casos excepcionales y para atender una necesidad muy calificada, a juicio de la Administración y previa autorización de la Contraloría General de la República, podrán iniciarse los procedimientos de contratación administrativa, para lo cual se requiere la seguridad de que oportunamente se dispondrá de la asignación presupuestaria. En estas situaciones, la Administración advertirá, expresamente en el cartel, que la validez de la contratación queda sujeta a la existencia del contenido presupuestario.

En las contrataciones cuyo desarrollo se prolongue por más de un período presupuestario, deberán adoptarse las previsiones necesarias para garantizar el pago de las obligaciones.”

“Artículo 10. Disponibilidad presupuestaria.

10.1
En la decisión inicial deberá indicarse expresamente los recursos presupuestarios con que se atenderán las obligaciones derivadas de la contratación.

10.2
Cuando una contratación se desarrolle por más de un período presupuestario, la Administración se encuentra obligada a señalar esta circunstancia en la decisión inicial, y a tomar las previsiones necesarias para garantizar en su oportunidad el pago de las obligaciones que contraerá. Cuando se incumpliere esta obligación, la Administración deberá adoptar las medidas que corresponda en contra del funcionario responsable, de acuerdo con su régimen disciplinario interno.

10.3
Excepcionalmente, podrá darse inicio a un procedimiento de contratación sin contar con los recursos presupuestarios suficientes, si se tiene la seguridad que se contará con ellos en el momento de la ejecución. En estos casos, la Administración solicitará autorización a la Contraloría General, quien dispondrá de un plazo de diez días hábiles para pronunciarse sobre el particular. En las bases del concurso se advertirá expresamente sobre esta circunstancia, y se indicará que la adjudicación queda condicionada a la efectiva existencia de los recursos presupuestarios.”

En relación con el punto, ha indicado la Sala Constitucional que: 

“Recuérdese que la Administración Pública está permeada por el llamado principio de legalidad como condición esencial para la validez de su actuar, que en esta materia específica exigiría su conformidad con el llamado principio de legalidad presupuestaria, precisamente por tratarse del manejo de la hacienda pública, en virtud del cual, el propio presupuesto del ente público es su límite de acción para el uso y disposición de los recursos del Estado, cuyo contenido solo puede ser modificado por ley formal y, además,  que todos los gastos, sin excepción, deben estar autorizados presupuestariamente, según se define en los artículos 176 y siguientes de la Constitución Política. Y es precisamente dentro del Título de la Hacienda Pública, Capítulo del Presupuesto de la República, de la Constitución Política, que se incluye el artículo 182 que estructura la institución jurídica de la contratación administrativa, atrayendo junto con él y hacia la constitucionalización global, los principios de Derecho público que informan esta disciplina jurídica, como lo ha dicho la Sala en su jurisprudencia (vid. sentencia No. 00998-98). Todo esto implica que es un deber ineludible del Estado, al momento de formalizar  un contrato público, contar con los recursos financieros suficientes para hacerle frente a la obligación; y más aún, se trata de un prerrequisito inescindible e imprescindible, del proceso mismo de contratación, sin el cual no se pueden iniciar las diligencias para contratar. (...). En resumen, es obligación de la Administración, antes de celebrar un contrato administrativo, verificar, como requisito sine qua non, la efectiva posibilidad de abrir un crédito presupuestario destinado a enfrentar esa obligación, lo que en el correcto entendimiento del Derecho financiero, significa que el vínculo contractual debe tener un precio cierto y totalmente determinado, que al ser aceptado por las partes e iniciar su etapa de ejecución, se convierte en una carga financiera para el Estado, que en principio, es inmodificable.” 

Como puede verse, resulta indispensable el contar con los recursos presupuestarios para iniciar cualquier contratación; sin embargo, como se desprende con claridad de las normas transcritas, en casos excepcionales y para atender una necesidad muy calificada, es posible desaplicar la regla de contar con el contenido presupuestario correspondiente para iniciar cualquier procedimiento de contratación; dejando a esta Contraloría General la posibilidad de autorizar esa excepción valorando en cada caso si efectivamente se trata de una necesidad muy calificada y considerando que la adjudicación queda condicionada a la efectiva existencia de los recursos presupuestarios.

Así entonces, es necesario contar con la autorización de la Contraloría General cuando se pretenda iniciar un procedimiento de contratación y no se cuente en ese momento con los recursos presupuestarios para hacerle frente.  No obstante, debe hacerse la salvedad de los supuestos que indica en el párrafo último de su consulta, sea que con la contratación se afecten más de un período presupuestario, ya que en esos casos el propio ordenamiento establece que “En las contrataciones cuyo desarrollo se prolongue por más de un período presupuestario, deberán adoptarse las previsiones necesarias para garantizar el pago de las obligaciones”(artículo 8 de la Ley de Contratación Administrativa).  De igual forma el artículo 10.2 del Reglamento General de Contratación Administrativa que cuando una contratación se desarrolle por más de un período presupuestario, la Administración se encuentra obligada a señalar esta circunstancia en la decisión inicial, y a tomar las previsiones necesarias para garantizar en su oportunidad el pago de las obligaciones que contraerá; por lo que resulta claro que en estos supuestos no es necesaria la autorización de la Contraloría General.

En lo que se refiere a la solicitud para el caso de los servicios de seguridad y vigilancia, ha señalado que el contrato finaliza el 31 de diciembre y se incluyeron los recursos presupuestarios para el año 2007.  En ese sentido, este órgano contralor considera que la promoción del nuevo procedimiento resulta muy tardía y resulta esencial que la promoción del procedimiento respectivo se haga a la mayor brevedad, en aras de que la Comisión no quede sin la prestación del servicio de seguridad y vigilancia. Por ello, se concede la autorización prevista en el numeral 10.3. del Reglamento de cita debiendo advertirse en el pliego de condiciones sobre estas circunstancias de carácter presupuestario y de que la adjudicación queda condicionada a la efectiva existencia de los recursos presupuestarios.

Atentamente,

        Lic. Jesús Mora Calderón 



Lic. Elard Gonzalo Ortega Pérez
Gerente Asociado
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